STJSL-S.J. – S.D. Nº  005/15.-

---En la Ciudad de San Luis, a diecinueve días de febrero de dos mil quince, se reúnen en Audiencia Pública los Sres. Ministros OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA, LILIA ANA NOVILLO y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ - Ausente en este acto el Dr. FLORENCIO DAMIAN RUBIO, por encontrarse en uso de Licencia - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar  sentencia en los autos: “SOSA  CÉSAR GASTÓN – SOSA AXEL BRANDON DAVID – AV. ROBO CALIFICADO – RECURSO DE CASACIÓN” -  IURIX Nº  126292/12.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. LILIA ANA NOVILLO, OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ  y  OSCAR EDUARDO GATICA.-
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto por la defensa del condenado César Gastón Sosa?

II) ¿Existe en la sentencia recurrida alguna de las causales enumeradas en el art. 428 del C.P. Crim.?

III) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, Dijo: 1) Que a fs. 668, el Dr. Pascual Agustín Cedrán, en el carácter de abogado defensor del encartado César Gastón Sosa, interpuso recurso de casación en contra de la Sentencia Definitiva Nº 16 (fs. 651/653), de fecha 09/12/2013, dictada por la Cámara en lo Penal, Correccional y Contravencional de la Segunda Circunscripción Judicial, en cuanto ésta declaró al acusado, César Gastón Sosa, autor penalmente responsable del delito de robo calificado por el uso de arma de fuego cuya aptitud para el disparo ha sido acreditada –dos hechos- y portación ilegal de arma de uso civil, y lo condenó a la pena de seis años y cinco meses de prisión de cumplimiento efectivo, accesorias legales y costas procesales.-

2) Que a fs. 681, el Sr. Procurador General, emite Dictamen Nº 453/14, de fecha 15/10/2014 (según cargo de fs 681) en el que manifiesta, en lo esencial, que de acuerdo a las constancias de autos surge indubitable que el recurso de casación ha sido fundado extemporáneamente, por lo que propicia el rechazo del mismo.-

3) Que a los efectos de la admisibilidad del recurso, debe inquirirse la aptitud formal del acto impugnaticio, derivada de la concurrencia de los requisitos necesarios para provocar el juicio de casación. Bajo tal prisma advierto que se ataca una sentencia definitiva, dictada por la Cámara de Apelaciones referenciada en el primer considerando, dando cumplimiento a lo prescripto por el art. 426 del C.P. Crim., concurriendo asimismo las circunstancias de gratuidad imperadas por el art. 431 de la ley penal adjetiva provincial N° VI-0152-2004 (5724 “R”).-

Sin embargo, y en un todo de acuerdo con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, observo que el medio recursivo intentado ha sido fundado en plazo extemporáneo, incumpliendo lo exigido por el art. 430  del C.P. Crim., que fija el término de tres días para deducirlo y de diez para fundarlo.-

En efecto, conforme surge de las constancias de autos, el veredicto fue dictado en fecha 09/12/2013 (fs. 653) y los fundamentos en fecha 18/12/2013 (fs. 654/664). Estos últimos fueron notificados al defensor del encartado el 19/12/2013, tal como surge de la constancia de fs. 664vta., quien interpuso el recurso bajo examen el 26/12/2013, conforme cargo de fs. 668/vta., y lo fundó el 12/02/2014 a la hora 08:00.

De lo expuesto surge que la fundación del recurso deviene intempestiva por extemporánea, por cuanto el término para la presentación de los fundamentos del recurso, oportunamente interpuesto, es de 10 días (art. 430 C.P. Crim.) a contar desde la notificación de la integridad de la sentencia que se recurre, esto es el veredicto y sus fundamentos (art. 357 C.P. Crim., in fine).

En atención a lo expresado como normado, en la disposición adjetiva aplicable al caso, el término para presentar los fundamentos del recurso de casación feneció el 10/02/2014, pudiendo haber hecho presentación válida, incluso dentro de las dos primeras horas de despacho del 11/02/2012, conforme lo dispuesto por el art. 48 del C.P. Crim. Sin embargo la presentación de los fundamentos, tal como lo relacioné precedentemente, acaeció recién el 12/02/2014, (cfr. cargo de fs. 673).-

Por todo ello, de conformidad con el Sr. Procurador General, por no haberse dado cumplimiento a los recaudos de admisibilidad del recurso intentado, correspondería, sin más, desestimar el mismo.

No obstante, y a pesar de lo expresado precedentemente, propicio avanzar en el análisis casatorio propuesto, conforme la teoría del “máximo rendimiento” emanada de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, a partir del fallo CASAL, MATÍAS EUGENIO y OTRO s/ ROBO SIMPLE EN GRADO DE TENTATIVA, del 20/09/2005, según la cual todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia, para que un Tribunal Superior revise los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba de los hechos, con el lógico límite de aquella prueba y valoración íntimamente ligada a la inmediación real, de conformidad con el cambio constitucional introducido por la reforma de 1994, que incorporó derechos y garantías a través de la adopción y jerarquización constitucional y supralegal de tratados internacionales, y de la jurisprudencia internacional que se fue acrisolando en consecuencia, en particular el “doble conforme”, contenido en los puntos 2 y 8.2 de la Convención Americana de Derechos Humanos.
Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTION por la NEGATIVA.-

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.-

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, Dijo: 1) El escrito de fundamentación de la casación contiene dos cuestionamientos. El primero, reprocha el rechazo de los planteos de nulidad, realizados por la defensa y el valor jurídico relativo que la Cámara habría otorgado a las piezas atacadas de nulas. El segundo, apunta a la equivocada valoración de la prueba que habría realizado el Tribunal.

En relación al primer planteo afirma que la defensa al inicio del debate interpuso nulidades, atacando varias actas de procedimiento, por haber sido labradas, sin arreglo a lo establecido en los artículos 120 y 122 del C.P. Crim. y cc. que, en relación a ello, cuando la Cámara rechazó los planteos de nulidad, indicó que la valoración de tales pruebas sería eventual y de un valor disminuido, pero no obstante ello, en el veredicto se les otorgó un valor supremo.

A continuación se explaya sobre los supuestos defectos de los instrumentos procesales, apuntando que: las actas, al no estar firmadas por los detenidos debieron ser firmadas por dos testigos, como exige la norma, y sólo están suscriptas por uno. El mismo defecto señala en las actas que instrumentan los secuestros de elementos, las cuales al no tener la firma de la persona a quien se secuestró el implemento, por imperio del art. 122 del C.P. Crim, debieron contar con la firma de dos testigos.

Critica la valoración que hizo la Cámara de las actas para rechazar los planteos nulidicentes, al indicar en el resolutorio “…que las actas atacadas no carecen de entidad jurídica, pero que verán relativizada o suprimido su valor probatorio para otorgar certeza…”. Manifiesta respecto a esto, por un lado, que la Cámara ha incurrido en grave error conceptual al receptar el valor relativo de las actas, en lo que denomina “entidad jurídica parcial”; y por otro, señala que, a pesar de la anunciada relatividad probatoria de los elementos cuestionados, la Cámara las termina utilizando como extremo preponderante para consagrar la autoría de Gastón Sosa.

Concluye sosteniendo que lo resuelto por la Cámara, propicia actuaciones contrarias a derecho por parte de la policía, lo que se trasunta en lesiones a los derechos de los imputados, que vulneran la Constitución Nacional y los tratados internacionales en general,  y los intereses de su defendido en particular, pues con ello se obtuvo un fallo condenatorio, cuando debió suprimirse la prueba ilegalmente obtenida.

En lo que respecta al segundo cuestionamiento, afirma que el Tribunal ha incurrido en “…un error gravísimo de valoración de la prueba…” Cuestiona que el Tribunal haya tenido por indubitada la preexistencia de los bienes robados con “…las declaraciones de las damnificadas, es decir sin documentación ni otro elemento probatorio que permita al menos ingerir (rectius inferir) que eran propietarias de los elementos que reconocen…”

En el mismo orden argumental afirma que tal endeblez se acentúa si se consideran las contradicciones en las que incurrieron las damnificadas. Así alega que, Sofía Daniela Leiva, en relación al reconocimiento del celular sustraído (marca Nokia, color negro con teclas grises, que era de su abuelo) en sede judicial indicó, a fs. 131, que lo reconoció por unos rayoncitos en la tapa trasera; circunstancia que el casacionista encuentra en contradicción con la falta de reconocimiento de la vestimenta secuestrada al defendido, Gastón Sosa.

También cuestiona el recurrente que se haya meritado favorablemente el reconocimiento del aparato celular, cuando la damnificada fue preguntada por cuáles eran las rayas que hacían totalmente distinguible el adminículo, al indicar que “las de la tapa”, pues éstas, afirma el defensor, son “…las normales del uso de cualquier celular…”; cuando, por otro lado “…el propio hermano (…) Señor Luis Alejandro Leiva no reconoció con certeza el celular…”

Por otra parte apunta como contradicción que la misma testigo en el debate hizo referencia en reiteradas ocasiones a que el revólver era de color negro, cuando el secuestrado en autos es gris.

Finalmente manifiesta que la damnificada habló siempre de una moto con los plásticos rotos y que posteriormente reconoció una que no los tiene, casi nueva.

En relación a la otra damnificada, Verónica Andrea Verón, dice que “…indica sin dudar que la campera que tenía una de las personas que la asaltan tenia un escudo de River. También que la campera era negra con rojo, cuando al momento de hacer la denuncia indicó una campera roja, posteriormente reconoce una campera negra que no tenía escudo de River (…) posteriormente en el debate indica que la ropa es parecida, es decir no hay un reconocimiento…” Enfatizado del texto trascripto.

En relación al objeto material del delito dice el abogado defensor que “…en consecuencia sin acreditar propiedad, reconoce un celular, de manera genérica, cuando hay innumerables teléfonos iguales…”

Finaliza el casacionista concluyendo que “…el tribunal ha evaluado la totalidad de la prueba de una manera arbitraria tendiente a obtener un fallo condenatorio, dejando al margen los principios in dubio pro reo y de inocencia…”

2) Para abordar la cuestión fondal planteada, creo conveniente, previamente, hacer algunas precisiones conceptuales relativas al medio de impugnación articulado.

El recurso de casación ha sido definido como el medio de impugnación por el cual, por motivos de derecho específicamente previstos en la ley, una parte postula la revisión de los errores jurídicos atribuidos a la sentencia de mérito que la perjudica, reclamando la correcta aplicación de la ley sustantiva, o la anulación de la sentencia y una nueva decisión, con o sin reenvío a un nuevo juicio. (Cfr. Tratado de los Recursos, Tomo III, Recurso de Casación Penal, por Jimena Jatip, págs. 39/82. Ed. Rubinzal Culzoni).
Calamandrei, en su obra Estudio sobre el Proceso Civil, Ed. Bibliográfica Argentina, B.A. 1961, afirma que: "el recurso de casación es una acción de impugnación que se propone ante el órgano jurisdiccional supremo para obtener la anulación de una sentencia de un juez inferior que contenga un error de derecho en la decisión de mérito".

Las antedichas precisiones conceptuales, ahora deben complementarse con el contenido de los fallos de la CSJN referenciados en la cuestión anterior, que redefinen el alcance del recurso a partir concretamente del fallo “Casal, Matías Eugenio”, del 29/9/2005, según el cual, después de la reforma constitucional de 1994 (Cfr. art. 75 inc. 22) y teniendo en cuenta la jurisprudencia internacional (en particular “HERRERA ULLOA”, 1994, de La Corte Interamericana de Derechos Humanos), todo condenado tiene derecho a recurrir la sentencia para que un tribunal superior revise íntegramente los fundamentos del fallo, incluidos los que hacen a la prueba del hecho con el único límite de los que están íntimamente ligados a la inmediación real.

La Corte remarcó que la norma procesal, que regula el recurso en cuestión (arts. 456 en la Nación, correlativo de los arts. 428/429 de la ley adjetiva penal provincial), había sido interpretada restrictivamente, lo que traía aparejada inconstitucionalidad, pero no la declaró tal en sí misma, sino que estableció cual era el criterio correcto con el que debe ser interpretada.

3) Con relación al primer grupo de planteamientos, relacionados con las nulidades de las piezas cuestionadas y las consecuencias que del rechazo de la misma se derivarían, no pueden tener acogida favorable, ni tratamiento en el presente resolutorio, en atención a que existe otra vía recursiva específica para subsanar los alegados defectos, a tenor de lo establecido en los arts. 399 y 465 del C.P. Crim.

La fundamentación del recurso de casación exige, por un lado, la precisión de alguna de las causales establecidas en el art. 428 del C.P. Crim, y por otro, y en segundo término, la efectiva demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia criticada. Los argumentos de impugnación deben dirigirse, directa y concretamente, en contra de los preceptos sustantivos que estructuran la construcción jurídica en que se asienta el fallo, estando vedada la presente vía recursiva para poner en cuestión violaciones a normas procesales, de acuerdo a lo establecido en el art. 429 del C.P. Crim.

En consecuencia considero que la primera cuestión planteada es ajena al ámbito de la casación, deviniendo improcedente el medio recursivo.

4) En lo relativo al segundo grupo de agravios relatados, estimo que tampoco puede prosperar la casación, en virtud de que en los fundamentos de la sentencia se realiza un razonamiento y valoración suficientemente fundado de todo el plexo probatorio producido, que determina la autoría de quien fue finalmente condenado en el fallo atacado.

Ha dicho la CSJN que los jueces no están obligados a ponderar una a una y exhaustivamente todas las constancias de la causa, sino sólo aquellas que estimen conducentes para fundar sus conclusiones y para la correcta solución del litigio (Fallos 311:571).

En concreto, se aprecia que en el texto del fallo no aparece la denunciada parcialidad de apreciación probatoria y la consecuente arbitrariedad alegada -“…el tribunal ha evaluado la totalidad de la prueba, de una manera arbitraria tendiente a obtener un fallo condenatorio, dejando al margen los principios in dubio pro reo y de inocencia…” (fs. 673). Antes bien, al contrario, se han consignado las razones que justifican los juicios que se expresan, con alusión de los testimonios colectados en la causa, instrumental incorporada, objetos secuestrados como teléfonos, arma, vestimenta, cuya valoración a la luz de la sana crítica realizada conllevan a la convicción de la autoría de los delitos del encartado, y ahora condenado.

En el razonamiento, el Tribunal expresa el convencimiento y su fundamento,  acerca de la ocurrencia indudable de los hechos perpetrados en perjuicio de Sofía Daniela Leiva y Verónica Andrea Verón, acaecidos el 31 de julio y 10 de agosto de 2012, respectivamente. También pondera adecuadamente el desarrollo del hecho a la luz de la valoración de la prueba, para concluir en la autoría del finalmente condenado, con suficiente solidez argumental para calificar al fallo como acto jurisdiccional válido.

Del plexo probatorio analizado por el Tribunal, en particular referencia a la circunstancia en que fue interceptado por la policía y posteriormente demorado el Sr. Gastón Sosa; el arma de fuego secuestrada, en el acto, al detenido y el celular Nokia negro con gris, reconocido oportunamente, tanto por la damnificada Leiva, cuanto por su hermano, circunstancia semejante se verificó en cuanto a la vestimenta secuestrada, sin soslayar el reconocimiento del que fue objeto Sosa en rueda de personas por la menor Leiva, tal lo que surge del acta de fs. 156, en conjunto con las circunstancias modales de perpetración del ilícito, analizados con precisión de elementos en la sentencia, nos permiten concluir que estamos frente a una pieza jurídicamente válida.

Estos elementos y su interrelación hacen que no se pueda alegar válidamente el principio in dubio pro reo, dado que las probanzas en su conjunto solidifican una conclusión categórica.

En consecuencia, el fallo bajo análisis, se encuentra apoyado en una pluralidad de elementos de convicción, lógicamente enumerados y concatenados, y ajustadamente valorados, conforme los principios de la sana crítica, lo que hacen que la sentencia cuente con motivación suficiente. 

En tales casos el tribunal casatorio debe atenerse a ello y no avanzar mucho más allá, cuando la expresada valoración probatoria y el lógico razonamiento contenido en la sentencia, descartan la arbitrariedad de la misma.

En consecuencia, no se advierte que en el caso se haya violado el derecho de defensa en juicio, pues los imputados contaron a lo largo de todo el proceso y durante la audiencia de debate con la posibilidad de ejercer su defensa material y técnica de las imputaciones.

Por lo tanto, el examen casatorio propuesto resulta satisfactorio para la sentencia recurrida, y por ello en modo alguno puede invalidarse, sino por el contrario corresponde su confirmación.

Por ello, VOTO a la SEGUNDA y TERCERA cuestión por la NEGATIVA.

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ  y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a estas  SEGUNDA  y  TERCERA CUESTIÓN.-

A LA CUARTA CUESTION, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, Dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto. ASI LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.-
A LA QUINTA CUESTION, la Dra. LILIA ANA NOVILLO, Dijo: Costas el recurrente. ASI LO VOTO.-

Los Señores Ministros Dres. OMAR ESTEBAN URÍA, HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ y OSCAR EDUARDO GATICA comparten lo expresado por la Sra. Ministro Dra. LILIA ANA NOVILLO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.-

Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, febrero diecinueve de dos mil quince.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el Recurso de Casación interpuesto. 

II) Costas al recurrente 

REGISTRESE  y  NOTIFIQUESE.-
///…
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Dres. OSCAR EDUARDO GATICA, OMAR ESTEBAN URÍA,  LILIA ANA NOVILLO y HORACIO G. ZAVALA RODRIGUEZ  en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis, no siendo necesaria la firma ológrafa, conforme Reglamento Expediente Electrónico.- 
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